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1. INTRODUCCION 
 
La presencia de armas de fuego en un país que ha vivido por más de 50 años en 
guerra, es un tema coyuntural en el establecimiento de la política criminal del Estado. La 
frase de Francisco de Paula Santander “…Colombianos las armas os han dado la 
independencia, las Leyes os darán la Libertad…” da cuenta de ese querer Estatal no solo 
por el cumplimiento de  las garantías de los derechos y deberes de los ciudadanos, sino  
por controlar el poder que desenfrenadamente se puede obtener con el uso indiscriminado 
de armas de fuego. Más, en un País que a través de la historia, tuvo que usar armamento 
para conseguir su libertad y después se trenzo en una guerra interna bipartidista por el 
poder, en donde estos instrumentos también ocuparon papel protagónico hasta su 
terminación. Por tanto, los legisladores época tras época han tratado de controlar el uso 
indiscriminado de estos instrumentos a través de leyes que en algunos casos, en especial 
la Ley 1453 de 2011, han sido excesivas en sus contenidos, para lograr los objetivos de 
protección a la sociedad, tal como la constitución política lo exige.  
 
Aparece pues la categoría de los Delitos de Peligro Común y dentro de ellos el de 
fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones 
diferenciando dos categorías a saber; cuando estos elementos son de defensa personal y 
cuando son de uso privativo de la fuerza pública. Por tanto, la modificación hecha por la 
citada ley incremento el quantum punitivo entre los 9 y 12 años para quienes incurran en 
la conducta cuando los elementos mencionados son de defensa personal y entre los 11 a 
15 años cuando son de uso privativo de la fuerza pública. Como una excepción a la 
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estricta aplicación de la teoría del delito para delitos de peligro común o abstracto, se 
entiende que quien realiza la acción descrita en el tipo penal, queda inmerso de una vez 
en la configuración del delito sin que se presenten análisis posteriores de antijuridicidad o 
culpabilidad.  
 
No obstante, Colombia es un Estado Social de Derecho en el cual el ser humano 
es un fin y no un medio, razón por la cual, a pesar de que una persona con su conducta, 
incurra en cualquiera de los verbos rectores, se debe analizar si dicha conducta posee la 
idoneidad suficiente para poner en peligro el bien jurídico tutelado por el derecho penal. 
Por tanto, este trabajo pretende conocer hasta donde el incremento de penas establecido 
por la citada Ley ha influido en la disminución de la conducta punible referente al porte 
de armas de fuego en Pereira en los años 2012 y 2013. Así mismo, se mostrará porque en 
algunos casos se han proferido condenas por la tenencia o porte de elementos 
constitutivos de las armas de fuego o sus accesorios sin hacer ningún tipo de análisis 
sobre la antijuridicidad material de la conducta y si en realidad en nuestro medio, se 
materializa la efectividad de este delito en particular como parte de los denominados 
Delitos de Peligro Común o abstracto, a través de consultas bibliográficas, 
jurisprudenciales y  soporte estadístico.  
 
En el transcurso de la investigación porque no se encontrar datos del cuatro semestre de 
2012; con respecto al tema específico del trabajo se extrajo más información de avances 
jurisprudenciales que de la misma doctrina, no queriendo decir que la doctrina no manea 
la teoría del delito, sino que el avance del mismo ha sido muy precario.  
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Una de las definiciones que tiene el diccionario de la Real Academia Española para 
la palabra “impacto”, es “el efecto producido en la opinión pública por un 
acontecimiento, una disposición de la autoridad, una noticia, una catástrofe, etc”. Por 
tanto, ese efecto para esta investigación, se concentrará en buscar si la conducta punible 
mencionada disminuyó en el municipio de Pereira después de aparecer la mencionada 
Ley.  
 
Así las cosas, el presente proyecto de investigación se enmarca dentro del siguiente 
interrogante, al que se le pretende dar respuesta: 
 
2.1 Pregunta de Investigación  
 
 ¿Cuál ha sido el impacto causado por la aplicación de la Ley 1453 de 2011 en la 
interpretación jurídica de la Conducta Punible de Porte Ilegal de Armas en la ciudad de 
Pereira (Risaralda) en el Periodo 2012/I – 2013/II? 
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3. HIPÓTESIS 
 
A pesar del incremento punitivo que trae la Ley 1453 de 2011 para el delito de 
Porte Ilegal de Armas de Fuego no se evidencia disminución significativa, por el 
contrario se aumenta  el delito mantiene una regularidad con tendencia al alza. 
 
El incremento punitivo que trae la Ley 1453 de 2011, ha permitido la disminución 
de dicha  conducta punible en Pereira Risaralda en el periodo comprendido 2012/I – 
2013/II.  
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4. JUSTIFICACION 
 
Con el Decreto 100 de 1980, si una persona Fabricaba, Almacenaba o Traficaba con 
Armas de Fuego o Municiones de Defensa Personal incurría en una pena de  uno (1) a 
cuatro (4) años de prisión1, si lo hacía en con Armas de Fuego o Municiones de Uso 
Privativo de la Fuera Publica incurría en prisión de tres (3) a diez (10) años; para el año 
2000 el Código Penal sufrió una nueva reforma la cual se vio motivada por el 
comportamiento social y delictual del país, incrementando las penas en algunos delitos a 
fin de reducir la tasa delictiva del momento.  
 
Para la conducta punible que se analiza en el presente trabajo, con la entrada en 
vigencia del nuevo Código Penal Ley 599 de 20002, el quantun  punitivo se mantuvo 
                                                          
1 Decreto 100 de 1980, Código Penal.  
 
En el artículo 201, el cual modificó el Código Penal  colombiano de 1936, se tífica el delito del porte ilegal 
de armas de fuego de la siguiente manera:  
“El que sin permiso de autoridad competente fabrique o almacene armas de fuego o  
municiones, o trafique con ellas, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4 años de  
prisión). (Subraya fuera de texto) 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando el hecho se cometa en las circunstancias siguientes:  
a) Utilizando medios motorizados;  
b) Cuando el arma provenga de un hecho ilícito;  
c) Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las  
autoridades; d) Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad  
o la dificulten” (Decreto 100 Art 201 , 1980) 
 
En el artículo  202. FABRICACION Y TRAFICO DE ARMAS Y MUNICIONES DE USO PRIVATIVO DE LAS 
FUERZAS ARMADAS. <Decreto derogado por la Ley 599 de 2000> <Modificado por el artículo 2o. del 
Decreto 3664 de 1986. El nuevo texto es el siguiente:> El que sin permiso de autoridad competente 
importe, fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso 
privativo de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión de tres (3) a diez (10) años y en el decomiso del 
material correspondiente. 
La pena mínima anteriormente dispuesta se elevará al doble cuando concurran las circunstancias 
determinadas en el inciso 2o. del artículo 1o. de este Decreto 
 
2. Ley 599 de 2000. Artículo   365. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.  . El que 
sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, 
suministre, repare o porte armas de fuego de defensa personal, municiones o explosivos, incurrirá en 
prisión de uno (1) a cuatro (4) años .La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando la 
conducta se cometa en las siguientes circunstancias: 
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igual, fue solo hasta el año 2007, con la aparición de la Ley 1142 de 2007, en su artículo 
38 que se incrementa el cuantun punitivo de  cuatro (4) años  a ocho (8) años para el 
delito de Porte Ilegal de Armas de Fuego de Defensa Personal y de cinco (5) a  quince 
(15) años para el delito de Porte Ilegal de Armas de Fuego y Municiones de Uso 
Privativo de la fuerza Pública,  no obstante la situación delictiva del país hace que en el 
año 2011, aparezca la Ley 1453,  que en su artículo 19 modifico de nuevo el cuantun 
punitivo para la conducta motivo de estudio, de nueve (9) a doce años de prisión (12) 
para el delito de  Porte Ilegal de Armas de Fuego de Uso Personal, y de once (11) a 
quince (15) años para el delito de Porte Ilegal de Armas de Fuego y Municiones de Uso 
Privativo de la Fuerza Pública así mismo le adiciona la tenencia de armas de fuego de 
defensa personal, sus partes esenciales, accesorios esenciales o municiones y no 
contentos con lo anterior  excluyen este delito de ciertos beneficios. 
 
Tal como se aprecia, la Ley 1453 de 2011 hace un impresionante aumento del 
quantum punitivo en cinco (5) años para la mínima y cuatro (4) años para la máxima pena 
a imponer en lo que tiene que ver con Porte ilegal de armas de fuego y municiones de 
defensa personal. Así mismo se refleja el aumento del mínimo  de la pena en seis (6) años 
                                                                                                                                                                             
1. Utilizando medios motorizados 
2. Cuando el arma provenga de un delito. 
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las autoridades, y4. Cuando se 
empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad o la dificulten. 
Ley 599 de 2000 Artículo   366. Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las 
fuerzas armadas.  . El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, repare, 
almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo de las fuerzas 
armadas, incurrirá en prisión de tres (3) a diez (10) años. La pena mínima anteriormente dispuesta se 
duplicará cuando concurran las circunstancias determinadas en el inciso 2 del artículo anterior. 
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para el delito de porte ilegal de armas de fuego y municiones de uso privativo de la fuerza 
pública. Pero no obstante el elevado quantum punitivo, se encuentran otros elementos de 
consideración por ejemplo “tenga en un lugar armas de fuego de defensa personal, sus 
partes esenciales, accesorios esenciales o municiones”.      
 
Esta frase es común para los dos delitos pero con la respectiva aclaración de uso 
privativo o defensa personal. Lo anterior hace que se debe buscar que es arma de fuego 
de defensa personal o de uso privativo y que son accesorios esenciales o partes 
esenciales.  
 
Al ser tipos penales en blancos se debe acudir a otra norma en donde se encuentran 
las definiciones propuestas tal como el Decreto 2535 de 1993 en donde hay grandes 
vacíos de interpretación técnica, que atentan contra la claridad normativa. Esto, sumado 
al incremento punitivo, hace que la interpretación estricta de la Ley (teniendo en cuenta 
que son delitos considerados de peligro abstracto), asegure la cárcel para la persona que 
porte una aguja percutora o un cartucho, como para el que tenga un arma de largo alcance 
tipo ametralladora.  
 
El trabajo permitirá evaluar el impacto que la Ley 1453 de 2011 ha causado en la 
conducta punible de Porte Ilegal de Armas de Fuego de Defensa Personal y de Uso 
Privativo de la Fuerza Pública en Pereira Risaralda en el periodo comprendido entre los 
años 2012 y 2013, para analizar y brindar datos estadísticos que permitan conocer, si se 
ha cumplido con el cometido que al elevar las penas el delito disminuye y cuál es la  
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tendencia en la aplicación del criterio del análisis de antijuridicidad material en delitos de 
peligro abstracto.  
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5. OBJETIVOS 
 
5.1 Objetivo General 
 
Explicar el impacto causado por la aplicación de la Ley 1453 de 2011 sobre la 
interpretación jurídica de la conducta punible de Porte Ilegal de Armas  en la ciudad de 
Pereira Risaralda en el periodo comprendido entre los años 2012/I y 2013/II. 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
 Indagar acerca del análisis de la antijuridicidad material en delitos de peligro 
abstracto, concretamente el de Porte Ilegal de Armas de Fuego o Municiones  en 
Pereira Risaralda en el periodo comprendido entre los años 2012/I y 2013/II. 
 
 Identificar la eficacia la Ley 1453 de 2011, respecto  a la disminución   de las 
conductas punible del Porte Ilegal de Armas de Fuego o Municiones  en Pereira 
Risaralda  en el periodo comprendido entre los años 2012/I y 2013/II. 
 
 Analizar si la  conducta punible de Porte Ilegal de Armas de Fuego o Municiones 
debe contemplarse como un Delito de Peligro Abstracto. 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado de Arte 
 
Ensayo  denominado “Aplicabilidad del parágrafo 57 de la ley 1453 de 2011”  
Claudia Patricia Pinilla Martínez, Universidad Militar Nueva Granada. 
 
Aspectos: En este ensayo, se toca la temática de la aplicación del parágrafo del 
artículo 301 de C.P.P., modificado por el artículo 57 de la Ley 1453 de 2001, en cuanto a 
la rebaja de un cuarto del beneficio que consagra el artículo 351 de la Ley 906 de 2004,  
cuando la captura se produzca en estado  de flagrancia. 
 
De este ensayo se translitera lo siguiente:  
 
“Es innegable que las formas anormales de terminación del proceso buscan una justicia 
pronta y eficaz, pero también eficiente, lo compatible con esa filosofía, lo verdaderamente 
razonable, es que se estimule la terminación rápida de los procesos que no comportan mayor 
dificultad, por cuanto ello reduciría la necesidad de llegar a juicio. Con base en esa filosofía 
premial que caracteriza la ley 906 de 2004 (LEY, 2004), ya la Corte Suprema de Justicia, 
había dicho que el actual sistema consagra los principios fundamentales de celeridad y 
eficacia de la administración de justicia, que conllevan a una actuación con el menor 
desgaste de la justicia, pero sin desconocer los valores de justicia, equidad y efectividad del 
derecho material, herramienta que de igual manera permite prevenir y combatir la 
criminalidad. Sistema planteado para que a través de las negociaciones y acuerdos se 
terminen los procesos penales, con lo cual se resuelven los conflictos.” (Cita de Pinilla 
Martínez, 2012, a la CORTE SUPREMA, 2005).  
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 Tesis de grado titulada “La evolución del delito por el porte ilegal de armas de 
fuego en Colombia. Cambios legales y jurisprudenciales entorno a este delito desde el 
2000 hasta el 2011, por Luis Miguel Merino Jaramillo, 2012, Universidad ICESI. 
 
Aspectos: El trabajo describe los delitos con penas menores a los 4 años son 
excarcelables, lo cual genera que muchos de los delincuentes que portan armas de fuego 
de forma ilegal se allanen al cargo que les es imputado y de esta manera se les da el 
derecho de la rebaja de pena hasta del 50 % siendo la pena menor de 4 años. 
 
De este trabajo se abstrae la siguiente cita: 
 
“una incautación general de armas al final de las rebeliones, la prohibición del duelo, los 
controles sobre producción de armas, la introducción de licencias para las armas privadas, 
las restricciones sobre el despliegue público de fuerza armada” ( Cita de Merino Jaramillo a 
Tilly, 1992, pág. 112). 
 
 
Tesis titulada “Seguridad Ciudadana e Inseguridad jurídica”,  por Fernando 
Velasquez Velasquez, Universidad de Costa Rica. 
 
Aspectos: Dicho artículo analiza la situación actual del Derecho Penal, en el 
contexto de las exigencias de una seguridad ciudadana, que cada vez afecta en mayor 
medida a los sistemas penales latinoamericanos. Esta situación conduce hacia una crisis 
de las funciones garantistas de prevención del delito y de las penas arbitrarias. Ante los 
desafíos que muestra la delincuencia de hoy día, los sistemas penales han optado por 
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responder con un derecho penal máximo mediante reformas legislativas a la ley penal de 
dudosa constitucionalidad, ya  que contravienen los principios de un derecho penal 
garantista. El expansionismo de la ley penal con el endurecimiento excesivo de las penas 
se presenta como el antídoto del problema de la inseguridad ciudadana; sin embargo, no 
hace más que conducir hacia el menoscabo de un sistema constitucional democrático. 
Lejos de la protección a la seguridad ciudadana, se está fomentando la inseguridad 
jurídica. 
 
Articulo revista indexada “El control de armas como estrategia  de reducción de 
la violencia en Colombia: pertinencia, estado y desafíos, por Katherine Aguirre 
Investigadora invitada del Small Arms Survey en Ginebra, Suiza y Jorge A. Restrepo 
Doctor en Economía. 
 
Aspectos: Dicho artículo hace un análisis de los datos suministrados por diferentes 
fuentes sobre violencia relacionada con armas de fuego, para establecer el impacto que 
estas han tenido en la población colombiana durante las  tres últimas décadas.  
 
De este ensayo se translitera lo siguiente:  
 
“En colombiana el control e armas de fuego mediante las restricción a los permisos de porte 
y la entrega voluntaria de armas ha sido una estrategia muy usada para lograr la reducción 
de los niveles de violencia en las ciudades del país; sin embargo se enfrenta el desafío de 
demostrar que estas medidas tienen un impacto real y que no “se desarma a los ciudadanos 
de bien y se deja a las personas a la merced de los delincuente armados por armas ilegales 
que no son afectadas por estos controles”.(Cita de Katherine Aguirre, 2010, pág. 14). 
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6.2  Marco Teórico 
 
Los delitos de peligro abstracto protegen bienes jurídicos colectivos, entendidos 
como esos presupuestos valiosos y necesarios para le existencia de la humanidad, 
definición que  depende de la relatividad de la sociedad y de la relatividad político-
jurídica que convierten dicha definición en vaga. No obstante, los legisladores han 
estimado conveniente anticipar la consumación del delito y elevar esa anticipación al 
peligro de lesión de ciertos bienes jurídicos, para evitar que esa consumación delictual 
llegue a originarse, amparados por el desarrollo del principio de solidaridad entre los 
hombres. Lo anterior implicaría un quiebre a la Teoría clásica del Delito en la cual para 
que una conducta sea punible, tiene que ser típica, antijurídica y culpable. Pero en el 
análisis de este tipo de delitos, aparece la consumación como el encuadre conductual con 
la tipicidad descrita en la ley, sin ir a realizar análisis profundos de la antijuridicidad y la 
culpabilidad para que la conducta fuese tenida como punible. 
 
En estos tipos de delito, el peligro no es un elemento del tipo sino la razón o 
motivo que llevó al legislador a incriminar la conducta, es decir, se condena por la 
posibilidad de que una conducta sea peligrosa. 
 
En el ordenamiento jurídico colombiano una de las conductas descritas dentro de 
lo que se denomina delito de peligro abstracto, es la de Fabricación, Tráfico, Tenencia, 
Porte de Armas de fuego, accesorios o municiones.  
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La adecuación de la conducta con lo que dice la descripción del tipo penal, hace 
que sin más, se cometa el delito. Si bien hemos aprendido que para considerar una 
conducta delictual, esta debe ser típica, porque encuadra dentro de la descripción legal; 
antijurídica, porque se pone en peligro sin justa causa el bien jurídico tutelado y culpable, 
los delitos de peligro abstracto no admiten, en principio, el estudio de la antijuridicidad 
material para su aplicación. Por eso se han visto casos en los que si el arma de fuego no 
sirve, entonces no se pone en peligro en bien jurídico tutelado por tanto la persona no 
comete delito. Pero también se han visto casos en los que las personas van a la cárcel por 
el hecho de encajar su conducta con lo que dice el tipo penal, sin admitir estudio de 
antijuridicidad material. 
 
6.3 Marco Jurídico 
 
 Constitución Política de Colombia, Preámbulo, Principio de Proporcionalidad o 
Prohibición de Exceso Desarrollado Jurisprudencialmente , Artículos 13 y 29 
 Decreto Ley 100 DE 1980, publicado en el Diario Oficial No. 35.461 de 20 de 
febrero de 1980. 
 Ley 1142 de 2007, publicada en el Diario Oficial 46673 de junio 28 de 2007 
 Ley 599 de 2000  “Artículos 365 y 366” 
 Ley 1453 de 2011 
 Decreto 2535 de 1993 
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7. METODOLOGIA DE INVESTIGACION  
 
Para la realización del trabajo de investigación se contará con los aportes 
estadísticos que se encuentran en las Direcciones Seccionales y de Seguridad Ciudadana 
de la Fiscalía General de la Nación, de los grupos de Balística del CTI, de la 
Administración Judicial de Pereira, con los cuales se analizará el impacto que ha tenido la 
ley 1453 de 2011 sobre la conducta punible motivo de la presente investigación en los 
años 2012 y 2013, en los municipios antes mencionados, solamente teniendo en cuenta el 
número de casos.  
 
Se buscará jurisprudencia y doctrina que permita establecer la línea jurídica que se 
sigue para la interpretación y aplicación de la ley en el caso que nos ocupa; así mismo, se 
hablará con fiscales, abogados defensores y procuradores que manejen este tipo de 
conductas punibles para conocer en la práctica como se aplica la ley, las ventajas y 
desventajas en cuanto a la consideración del delito de investigación conocer cómo se 
realiza la aplicación jurídica de la conducta punible de Porte Ilegal de Armas de Fuego de 
Defensa Personal y  Porte Ilegal de Armas de Fuego y Municiones de Uso Privativo de la 
fuerza Pública como parte de los llamados delitos de peligro común o abstracto. Se 
realizará el análisis de la información recaudada  y se cotejaran las conclusiones con la 
hipótesis planteada para saber si se probó o no. 
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8. DESARROLLO TEMÁTICO 
CAPITULO I: GENERALIDADES 
 
La aplicación o no de la antijuridicidad material en Delitos de Peligro abstracto, 
genera diversidad de criterios de aplicación de la Ley, en algunos casos prefiriendo el 
garantismo para dejar la persona en libertad por ausencia de antijuridicidad material de la 
conducta o en otros casos mandar a la cárcel a la persona por interpretación exegética de 
los delitos de peligro abstracto. 
 
La ausencia de precisión en la norma sobre los significados técnicos planteados como 
supuestos de la tipicidad, hace que el operador jurídico tenga que acudir a otras normas, 
en este caso, el Decreto 2535 de 1993 para determinar si un arma es de defensa personal 
o de uso privativo de la fuerza pública. No obstante, la ausencia o falta de precisión en las 
definiciones del citado decreto, hace que se generen vacíos que conllevn a confusión 
entre los operadores. 
 
  La preferencia de criterio exegético en la aplicación de la norma conlleva a que la 
persona por el simple hecho de llevar la munición sola o una parte de un arma de fuego, 
pueda ir a la cárcel y, conociendo la situación carcelaria de nuestro país, no cabe duda 
que se genera hacinamiento carcelario. 
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CAPITULO II: DELITOS DE PELIGRO ABSTRACTO EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
 
En el derecho penal ha operado una distinción en los tipos de delitos por medio de 
la cual se reconocen tres formas básicas de realización [BERNATE, 2006, p 48]: delitos 
de resultado, delitos de conducta y delitos de peligro. Los de resultado son aquellos que 
necesitan, para que se configuren, un efecto de vulneración material del bien jurídico, ya 
sea su destrucción o su detrimento; a este tipo de delitos pertenecen por ejemplo los 
descritos en los artículos 103 y 111 del CP., los delitos de homicidio y lesiones 
personales respectivamente.  
 
Los de conducta son los que sólo exigen que el sujeto activo realice la acción 
descrita en el tipo, como es el caso de los artículos 220 y 221, sobre la injuria y la 
calumnia. Finalmente, los delitos de peligro se establecen como aquellos que no 
requieren una lesión sobre el objeto de la conducta, sino que reclaman que la acción haya 
creado sobre aquél un peligro, concreto o abstracto de sufrir un detrimento [BARBERO, 
1971:488-489, GÓMEZ: 2007]. En los delitos de peligro concreto, este peligro es un 
elemento del tipo objetivo; mientras que en los delitos de peligro abstracto no, en la 
medida en que el legislador, en virtud del principio de configuración legislativa, lo ha 
presumido. 
 
Como el peligro no es un elemento del tipo, lo único que se exige es comprobar la 
realización de la conducta, como mera actividad, sin ninguna otra exigencia probatoria. 
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Sobre ese particular, se pronunció la Corte Suprema de Justicia, en una sentencia que si 
bien data de 1982, define con exactitud este tipo de delitos, de la siguiente manera: 
 
“Puede afirmarse que existen dos clases de delitos de peligro, cuya diferencia obedece a la 
proximidad y gravedad del riesgo respecto al bien jurídico tutelado (…). Delitos ‘de 
peligro presunto’ y ‘de peligro demostrable’, porque en los primeros la ley presume de 
modo absoluto la posibilidad de un daño para el bien jurídicamente tutelado y no sólo no 
requieren, sino que, por el contrario, excluyen cualquier indagación sobre si se da o no la 
probabilidad del perjuicio o lesión de éste”. 
 
“En tanto que los otros requieran que se demuestre la posibilidad de daño, es decir, 
comprobación de que hay un peligro”. 
 
“Implica esta distinción la consecuencia de que en los delitos de peligro presunto una 
determinada situación subsumible en la respectiva descripción legal, debe ser sancionada 
aun cuando no haya determinado el peligro que constituye la razón de la norma”3 
(subrayas fuera de texto). 
 
 No obstante lo anterior, se precisó por la Corporación lo que debía entenderse por 
los delitos de peligro bajo los siguientes parámetros:  
 
“Si bien en los delitos de peligro presunto el legislador presume la posibilidad de daño 
para el bien jurídico tutelado, lo cierto es que tal presunción “no puede ser de aquellas 
conocidas como juris et de jure, es decir, que no admiten prueba en contrario, porque el 
carácter democrático y social del Estado de derecho, basado, ante todo, en el respeto a la 
dignidad humana (artículo 1º de la Constitución), así lo impone, en tanto tal especie de 
presunción significa desconocer la de inocencia y los derechos de defensa y 
contradicción”. 
                                                          
3 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia del 22 de septiembre de 1982. M.P. Dr. Luis Enrique 
Romero Soto. 
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“Al contrario, al evaluarse judicialmente los contornos de la conducta es 
ineludible establecer qué tan efectiva fue la puesta en peligro. En otro lenguaje, 
frente a un delito de peligro debe partirse de la base de que la presunción 
contenida en la respectiva norma es iuris tantum, es decir, que se admite prueba 
en contrario acerca de la potencialidad de la conducta para crear un riesgo 
efectivo al bien jurídico objeto de tutela”4 (subrayas fuera de texto). 
 
 
De lo anterior razonable es concluir que, contrario a lo expuesto por la doctrina 
tradicional que entendía que en los delitos de peligro presunto se suponía de 
derecho la antijuridicidad de la conducta, lo cierto es que ahora, respecto de tales 
comportamientos no basta con realizar simple y llanamente el proceso de 
adecuación típica de la conducta para luego dar por presupuesta su 
antijuridicidad, pues siempre se impone verificar si en el caso concreto tal 
presunción legal es desvirtuada por alguna prueba en contrario, dado que de ser 
ello así, el comportamiento no deviene antijurídico y sin tal categoría dogmática, 
la conducta no configuraría delito. 
(ii) Delitos de peligro concreto o demostrable. En estos, es menester que se 
demuestre la efectiva ocurrencia del peligro para el bien jurídico protegido. Entre 
ellos se encuentra v.gr. el incendio establecido en el artículo 350 de la Ley 599 de 
2000, el cual requiere que la conducta de prender fuego en cosa mueble se 
produzca “con peligro común”, por manera que se debe demostrar que se ha 
creado con la referida conducta un riesgo para la colectividad.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
4 Sentencia del 15 de septiembre de 2004. Rad. 21064. 
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CAPITULO III: LA CULPABILIDAD 
 
Como tercera categoría dogmática, la culpabilidad apunta a individualizar el juicio 
de reproche judicial que se concreta en quien teniendo capacidad para discernir o conocer 
los hechos constitutivos de infracción a la ley penal y pudiendo actuar de manera diversa y 
conforme a derecho, decide vulnerar sin justa causa bienes jurídicos tutelados por el Estado.” 
5
 
 
Con lo anterior, las definiciones ofrecidas tanto de los delitos de peligro concreto 
como de los delitos de peligro abstracto se establecen desde una idea general de lesión a 
bienes jurídicos y, a partir de allí, se fija el contenido de cada una de las clases de delito 
mencionada, teniendo en cuenta la proximidad de la lesión. Este criterio aproximativo 
hace que en los delitos de peligro concreto el peligro sea un elemento contenido en el 
tipo, porque se necesita demostrar la relación de la potencialidad lesiva de la acción, 
desde una perspectiva ex ante, con el eventual resultado que se ha querido evitar a través 
de la norma penal. En los delitos de peligro abstracto ocurre una cosa diferente 
consistente en que, a partir de su experiencia, el legislador realiza la selección de 
conductas «típicamente» peligrosas para bienes jurídicos sin que resulte imperativa la 
evaluación de una concreta puesta en peligro para el objeto protegido en la situación 
particular6. 
 
 
 
                                                          
5 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia del 12 de octubre de 2006. 
Radicación: 25465. Magistrado Ponente:  
6 Ver: CITA TRIANA. Ricardo Antonio. Delitos de peligro abstracto en el derecho penal colombiano: 
crítica a la construcción dogmática y a la aplicación práctica. UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
COLOMBIA. Bogotá, 2010. Pp. 16-17. 
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CAPITULO IV: ANTIJURIDICIDAD MATERIAL EN DELITOS DE PELIGRO 
ABSTRACTO 
 
Cuando se analizan los denominados delitos de peligro abstracto, es imperioso 
realizar un análisis de la antijuridicidad, que hace referencia a aquella valoración de lo 
injusto realizada en la antijuridicidad, la consecuencia que se establece es la concreción 
de los principios de lesividad y de ofensividad: la antijuridicidad material. Al ser exigido 
por parte del art. 11 del Código Penal, la lesión o la puesta efectiva de peligro quedó 
consagrada la necesaria relación negativa con el bien jurídico y la conducta típica. El 
operador jurídico tiene que, en cada caso concreto, establecer si hubo una puesta en 
peligro o una lesión. 
 
Debe partirse del hecho de que la antijuridicidad material se erige como un 
principio del derecho penal condensado en el mencionado artículo 11 del Estatuto Penal, 
indicándose sobre éste, por la Corte Constitucional, lo que a continuación se cita:  
 
“…el  principio de lesividad o de antijuridicidad material ha sido acuñado por la 
doctrina jurídico penal y recogido en la legislación como uno de los elementos 
necesarios del delito. Este principio no ha sido expresamente consagrado en la 
Constitución Política, lo cual no significa que carezca de relevancia constitucional o 
que no pueda ser deducido de las normas constitucionales. En efecto, podría 
afirmarse que las autoridades están instituidas para proteger la vida, honra, bienes 
y demás derechos y libertades de las personas residentes en Colombia (CP art. 2), 
pero que, en materia de ejercicio del ius puniendi del Estado, esta protección no 
debe comportar una restricción injustificada de los derechos fundamentales, como 
podría suceder, por ejemplo, cuando, a pesar de la reducida importancia de un bien, 
se limita irrazonablemente la libertad personal del infractor. 
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Al respecto la Corte ha dicho lo siguiente:  
  
“10. Sin necesidad de elevar el principio de antijuridicidad (Código Penal, art. 4) al 
rango de principio supralegal, bien puede afirmarse que éste tiene su corolario 
constitucional en el principio de proporcionalidad o 'prohibición de exceso', 
deducido jurisprudencialmente de los artículos 1º (Estado social de derecho, 
principio de dignidad humana), 2º (principio de efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución), 5º (reconocimiento de los 
derechos inalienables de la persona), 6º (responsabilidad por extralimitación de las 
funciones públicas), 11 (prohibición de la pena de muerte), 12 (prohibición de tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes), 13 (principio de igualdad) y 214 de la 
Constitución (proporcionalidad de las medidas excepcionales). 
  
El Estado Social de derecho, donde la dignidad humana ocupa un lugar de primer 
orden, sustrae del amplio margen de libertad legislativa para la configuración del 
ordenamiento penal, la facultad de fijar cualquier pena con independencia de la 
gravedad del hecho punible y su incidencia sobre los bienes jurídicos tutelados. El 
Constituyente erigió los derechos fundamentales en límites sustantivos del poder 
punitivo del Estado, racionalizando su ejercicio. Sólo la utilización medida, justa y 
ponderada de la coerción estatal, destinada a proteger los derechos y libertades, es 
compatible con los valores y fines del ordenamiento”7  
  
A su turno, la Corte Suprema de Justicia ha precisado: 
No obstante, el artículo 11 del Código Penal establece el principio de lesividad, en 
virtud del cual son objeto de sanción únicamente los comportamientos que lesionan 
o ponen efectivamente en peligro el bien jurídico tutelado por la ley. En torno a este 
tema se tiene establecido que la antijuridicidad, como elemento estructurante del 
delito, debe ser entendida en sentido material y no solo desde su perspectiva formal, 
es decir, como la mera disconformidad de la conducta con el ordenamiento legal. 
“Esto significa que el derecho penal no existe para sancionar exclusivamente con 
base en la confrontación que se haga de la acción humana con la norma, sino, más 
allá, para punir cuando de manera efectiva e injustificada se afecta o somete a 
                                                          
7 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-988 de 2006. 
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peligro un bien jurídicamente tutelado. Así lo ha expuesto la jurisprudencia de la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, por ejemplo en la sentencia de casación 
del 21 de abril del 2004 (radicado 19.930), en la cual afirmó: 
 
Como ha enseñado la Sala4[4], para que un comportamiento típico pueda 
considerarse base o fundamento del delito es indispensable que de modo efectivo 
lesione o al menos ponga en peligro un bien jurídico tutelado por la ley; con tal 
sentido el principio de lesividad, acuñado por la doctrina jurídico penal, aparece 
recogido en la legislación penal como uno de los elementos esenciales del delito 
(artículo 11 del código penal). 
 
De lo anterior, como también lo ha dicho la Sala,“se destaca entonces la 
trascendencia que tiene la noción de lesividad en el derecho penal, por la cual, 
como sistema de control lo hace diferente de los de carácter puramente ético o 
moral, en el sentido de señalar que, además del desvalor de la conducta, que por 
ello se torna en típica, concurre el desvalor del resultado, entendiendo por tal el 
impacto en el bien jurídico al exponerlo efectivamente en peligro de lesión o al 
efectivamente dañarlo, que en ello consiste la llamada antijuridicidad material 
contemplada en el artículo 11 del Código Penal.  
 
Pero, además, se relaciona este principio con el de la llamada intervención mínima, 
conforme al cual el derecho penal sólo tutela aquellos derechos, libertades y 
deberes imprescindibles para la conservación del ordenamiento jurídico, frente a 
los ataques más intolerables que se realizan contra el mismo, noción en la que se 
integran los postulados del carácter fragmentario del derecho penal, su 
consideración de última ratio y su naturaleza subsidiaria o accesoria, conforme a 
los cuales el derecho penal es respetuoso y garante de la libertad de los ciudadanos, 
por lo cual sólo ha de intervenir en casos de especial gravedad y relievancia, ante 
bienes jurídicos importantes y cuando, los demás medios de control resultan inútiles 
para prevenir o solucionar los conflictos, esto es, reclamando como necesaria la 
intervención del derecho penal”8 
  
                                                          
8 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia del 18 de noviembre de 2008. 
Proceso No. 29183.  
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Se infiere de lo anterior, que ante una situación o hecho insignificante que no comprenda 
la materialización de una agresión o ante la levedad de un resultado se hace 
absolutamente innecesaria la actividad de la pena, como es el caso de los delitos 
bagatelables.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
I m p a c t o  d e  l a  L e y  1 4 5 3 / 2 0 1 1  e n  l a  i n t e r p r e t a c i ó n  | 29 
CAPITULO V: CONDUCTA PUNIBLE DE FABRICACIÓN, TRÁFICO Y 
PORTE DE ARMAS DE FUEGO O MUNICIONES EN EL ORDENAMIENTO 
PENAL COLOMBIANO (VISIÓN JURISPRUDENCIAL). 
 
En primer lugar, es importante mencionar que la naturaleza del ilícito de porte o 
tenencia ilegal de armas de fuego es una conducta delictiva que se encuentra estipulada y 
sancionada en la categoría de los delitos contra la Seguridad Pública, entendida esta como 
un conjunto de bienes jurídicos que son susceptibles de protección por parte de las 
autoridades del Estado Colombiano.  
 
La idea de garantizar los derechos de los civiles es una labor de obligatorio 
cumplimiento para el Estado y uno de los pilares básicos del contrato social. El poder 
punitivo en cabeza del Estado busca garantizar la protección de los connacionales a 
través de una política criminal como base de la Seguridad Publica, para ello el tipo penal 
de “fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones” tiene como objetivo 
principal garantizar la protección del derecho en general previniendo la vulneración de 
diferentes bienes jurídicos.  
 
En este orden de ideas, se colige que la teleología de la norma hace referencia a la 
prevención de conductas punibles que tienen la capacidad de generar algún peligro tanto 
a un bien en particular como a varios bienes jurídicos tutelables. Se debe entender que la 
figura que se propone para el porte ilegal de armas de fuego representa un peligro 
abstracto, es decir que no es necesario que se produzca el daño para sancionar al agente, 
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sino que la conducta susceptible de ser penalizada es la puesta en riesgo de la comunidad 
en general.  
 
La posesión de armas de fuego en manos de los particulares genera un grado de 
peligrosidad considerable para mantener el orden público y las relaciones pacíficas entre 
los ciudadanos.  Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se 
produce el fenómeno de la constitucionalización del derecho en el cual se ve inmerso el 
derecho penal y con ello el control constitucional que ejerce la Corte Constitucional 
Colombiana. Esta Corporación se pronuncia en la sentencia C-038 de 1995, con Ponencia 
del Honorable Magistrado Alejandro Martínez Caballero. En dicho pronunciamiento la 
Corte expresa que la penalización de la conducta delictiva de Fabricar, traficar o portar 
un arma de fuego sin el permiso requerido por la autoridad administrativa competente, 
redunda en una política criminal del Estado que se encuentra centrada en la protección y 
garantía de los derechos fundamentales.  
 
Teniendo en cuenta la situación de violencia que atraviesa nuestro país es de 
cardinal importancia pensar en herramientas jurídicas y políticas que mitiguen y 
desestimulen el delito del porte ilegal de armas de fuego en Colombia. De esta manera es 
indispensable para la mantener la Seguridad Pública y la paz en el territorio Nacional el 
control del movimiento y flujo de armas en el país, sabiendo que existen muchas redes de 
narcotráfico que operan en compañía de otras naciones y como daño correlativo a nuestra 
sociedad bandas criminales que importan armas dentro del mercado negro. En este 
sentido se colige que la Seguridad pública no es un derecho fundamental en si mismo 
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sino que es una ficción a la que se quiere llegar en busca de la protección de bienes 
jurídicos individuales y colectivos. 
 
Portar armas de fuego sin permiso de la autoridad competente no representa un 
peligro inmediato para las personas o los civiles que se encuentren alrededor, sin 
embargo el legislador piensa que la finalidad de la norma es prevenir una conducta 
delictiva diferente al porte ilegal de armas. Algunos podrían pensar que portar un arma o 
tenerla simplemente sin provocar ningún daño no tendría por qué ser un delito y, por lo 
tanto, no debería ser objeto del derecho de última ratio. No obstante estos pensamientos, 
el Legislador cree que el hecho de portar un arma sin el permiso requerido, configura un 
riesgo para la sociedad y por lo tanto provoca un deterioro o incluso una ruptura en las 
relaciones pacificas entre las personas. 
 
En Colombia se presentan diariamente actos de violencia inconcebibles y se pone 
en práctica los más oscuros pensamientos de venganza. Partiendo de ese postulado, se 
puede ver un contexto a nivel nacional con enormes problemas de violencia, actos de 
terrorismo y vandalismo a causa de un nivel de desigualdad social muy alto que se 
presenta en nuestro país, por lo tanto la Corte considera ajustado a los mandatos de la 
Carta Política del año de 1991 la tipificación del delito por Fabricación, tráfico y porte 
ilegal de armas de fuego siendo este un delito abstracto.  
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En este orden de ideas, la Corte Constitucional mediante sentencia C-038 de 1995, 
realizó un examen detallado del tipo penal objeto de estudio. En dicho pronunciamiento 
se tratan tres temas principales: 
 
- Constitución y política criminal. 
- La legitimidad constitucional de la penalización del porte ilícito de armas. 
- El monopolio de posesión y porte de armas en el Estado.9 
  
En dicha sentencia, la Colegiatura concluyó lo siguiente: 
 
9- Entra entonces la Corte a estudiar la regulación constitucional en materia de 
armas y de uso de la fuerza. Así, el artículo 223 de la Carta dispone: 
  
"Sólo el Gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de guerra y 
explosivos.  Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de autoridad 
competente. Este permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a 
reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de corporaciones públicas o 
asambleas, ya sea para actuar en ellas o para presenciarlas 
  
Los miembros de los organismos nacionales de seguridad y otros cuerpos oficiales 
armados, de carácter permanente, creados o autorizados por la ley, podrán portar 
armas bajo el control del Gobierno, de conformidad con los principios y 
procedimientos que aquella señale." 
  
Esta norma establece un monopolio gubernamental de las armas, las municiones de 
guerra y los explosivos, el cual tiene dos componentes diversos: de un lado, la 
Constitución consagra el manejo exclusivo del Estado en relación con la 
                                                          
9 Sobre el particular: MERINO JARAMILLO. Luís Miguel. La evolución del delito del porte ilegal de 
armas de fuego en Colombia. Cambios legales y jurisprudenciales entorno a este delito desde el 2000 hasta 
el 2011. Universidad ICESI. Cali. 2012. Pp.  
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introducción y fabricación de estos elementos; y, de otro lado, la norma prohibe que 
los particulares posean y porten armas, municiones de guerra y explosivos, salvo 
que obtengan el correspondiente permiso. Así, al declarar constitucional el artículo 
3º (parcial) del Decreto 2535 de 1993, esta Corte había señalado al respecto: 
  
"Como se desprende de la lectura del inciso segundo del artículo 223 superior, la 
Carta Política defirió a la ley el desarrollo y reglamentación del uso, posesión y 
porte de armas, municiones de guerra y explosivos. Es pues al Gobierno Nacional a 
quien corresponde expedir, a través de la autoridad competente, la autorización 
para portar armas"[11]. 
  
10- Ahora bien, la disposición constitucional no distingue entre armas de guerra y 
otro tipo de armas, puesto que el calificativo "de guerra" está únicamente referido a 
las municiones, pero no a las armas. Igualmente, el pronombre "los" de la segunda 
oración del artículo (poseerlos o portarlos) se refiere a las tres clases de bienes 
(todas las armas, todos los explosivos y las municiones de guerra). El monopolio 
estatal cubre entonces todo tipo de armas y todo tipo de explosivos, por lo cual se 
equivoca el demandante al creer que ese monopolio se refiere únicamente a las 
armas de guerra.  
  
La Constitución de 1991 amplió el monopolio estatal a todo tipo de armas, por 
cuanto en el ordenamiento derogado éste se refería únicamente a las armas de 
guerra. En efecto, el artículo 48 de la anterior Constitución señalaba que "sólo el 
Gobierno puede introducir, fabricar y poseer armas y municiones de guerra. Nadie 
podrá dentro de poblado llevar armas consigo sin permiso de autoridad 
competente." Esto significa que la anterior Constitución admitía la posesión de 
armas que no fuesen de guerra, aun cuando limitaba su porte dentro de poblado a la 
obtención del correspondiente permiso de autoridad competente. En cambio, la 
Constitución de 1991 consagra un régimen más estricto, puesto que no existe la 
posibilidad de que haya propiedad o posesión privadas sobre ningún tipo de armas. 
Hay entonces una reserva estatal de principio sobre su propiedad y posesión, de 
suerte que los derechos de los particulares sobre las armas son precarios pues 
provienen únicamente de los permisos estatales, los cuáles son por esencia 
revocables. Ya esta Corporación se había pronunciado sobre el punto, así: 
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"El único que originaria e incondicionalmente puede poseer y portar armas es el 
Estado a través de la fuerza pública (CP art. 216) y los miembros de los organismos 
y cuerpos oficiales de seguridad (CP art. 223) y su uso se circunscribe a los precisos 
fines y propósitos enunciados en la Constitución y la Ley. Cualquier otra posesión y 
uso se deriva del permiso estatal. Junto al indicado monopolio, dada la necesidad 
del permiso para la constitución y circulación de derechos ulteriores sobre las 
armas y demás elementos bélicos, cabe reconocer una reserva estatal de principio 
sobre su propiedad y posesión. A partir de esta reserva el Estado puede, en los 
términos de la ley, crear y administrar titularidades privadas, a través de la técnica 
administrativa del permiso. La propiedad y posesión de los particulares no tiene 
frente a este conjunto de bienes un valor constitucional originario que pueda 
oponerse al Estado. Por el contrario, cualquier titularidad proviene de éste y tiene 
el alcance relativo que pueda en cada caso derivarse de las leyes"[12]. 
  
11- Es obvio además que la concesión de permisos a los particulares para la 
posesión y porte de armas no puede extenderse, como principio general, a las armas 
de guerra, puesto que el artículo 223 de la Carta debe ser interpretado en armonía 
con las otras normas que regulan la utilización de la fuerza, y en particular con el 
artículo 216, el cual establece que "la fuerza pública estará integrada en forma 
exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional" (subrayas no originales). 
Ahora bien, es propio de la Fuerza Pública tener un tipo de armamentos que 
permitan a las autoridades mantener un monopolio eficaz y legítimo sobre el 
ejercicio de la fuerza. Por consiguiente, admitir que un particular o un grupo de 
particulares posean y porten armas de guerra equivale a crear un nuevo de cuerpo 
de fuerza pública, con lo cual se viola el principio de exclusividad de la fuerza 
pública consagrado por el artículo 216 de la Carta. En tales circunstancias, la 
Constitución de 1991 mantiene el principio general, proveniente de la Constitución 
de 1886, de que los permisos a los particulares, como regla general, no pueden 
extenderse a tipos de armas que afecten la exclusividad de las funciones de la fuerza 
pública. Así, la Corte Suprema de Justicia, a propósito una demanda de 
inexequibilidad que se presentó contra algunos artículos del Decreto 3398 de 1965 
"Por el cual se organiza la Defensa Nacional" y  de la Ley 48 de 1968 "Por la cual 
se adoptan como legislación permanente algunos decretos legislativos, se otorgan 
facultades al Presidente de la República..." dijo:  
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"Esta disposición constitucional, que tiene su origen en la Carta de 1886, en su 
redacción originaria, se explica por la necesidad de establecer el monopolio de las 
armas de guerra, en cabeza del Gobierno, que es el responsable de mantener el 
orden público y restablecerlo cuando fuere turbado, según lo señala la Carta 
Política.  Es además, una fórmula que tiene sentido histórico para superar graves 
conflictos que afectaron las relaciones civiles entre los colombianos, y que ahora 
adquiere una renovada significación ante los problemas que suscitan las diversas 
formas de la actual violencia." 
  
El gobierno legítimo, por esta misma razón, es el único titular de este monopolio, 
sin que le sea permitido por la Carta a cualquier otra persona o grupo detentar las 
que se señalan como armas y municiones de guerra. En este sentido, la Corte 
considera que el concepto de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas, debe 
corresponder al mismo que señala la Constitución en la norma que se transcribe, y 
que ha sido desarrollado por disposiciones legales para distinguir con base en 
criterios técnicos, que tienen relación con calibres, tamaños, potencias, usos 
especializados, dotación, o propiedad, las armas que son de uso privativo de las 
Fuerzas Armadas y las demás que pueden poseer los particulares. Sobre estas 
últimas el ilustre exégeta de la Carta don José María Samper, advierte que ellas se 
circunscriben a las que son de "uso común, individual o privado" (Derecho Público 
Interno, Ed. Temis, página 363, 1981. reedición)."[13] 
  
Conforme a lo anterior, la Constitución establece un monopolio de principio en 
cabeza del Estado sobre todo tipo de armas, pero autoriza la concesión de permisos 
a los particulares para la posesión y porte de cierto tipo de armas, sin que, en 
ningún caso, puedan los grupos de particulares sustituir las funciones de la fuerza 
pública. El Legislador tiene entonces la facultad de regular el tipo de armas de uso 
civil que los particulares tienen la posibilidad de poseer y portar, previa la 
tramitación de la licencia o autorización de la autoridad competente. 
  
En tales circunstancias, se observa que existe perfecta congruencia entre el tipo 
penal impugnado y la regulación constitucional de las armas. En efecto, la 
Constitución concede el monopolio de las armas al Estado, por lo cual es conforme 
a la Carta que la ley penal sancione a aquellos que no respetan las regulaciones 
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estatales en la materia. Toda otra interpretación es inadmisible pues lleva a 
erosionar ese monopolio estatal, que constituye una de las bases esenciales de la 
Constitución colombiana como "pacto de paz" y marco de convivencia pacífica 
entre los asociados. 
  
12- Esto permite, por último, mostrar la impropiedad del argumento del 
demandante, según el cual la ineficacia de las autoridades justifica la invocación de 
un derecho de legítima defensa de los particulares, que autoriza el porte, sin 
permiso, de armas de defensa personal. En efecto, como ya se ha mostrado en esta 
sentencia, no sólo una política de tal naturaleza está lejos de fortalecer la seguridad 
ciudadana sino que, además, la Carta no reconoce ningún derecho constitucional de 
los particulares al acceso a las armas sino que consagra un deber de protección  del 
Estado de los derechos de las personas. La ineficacia que puedan tener las 
autoridades, o los problemas de impunidad que está viviendo nuestra sociedad, no 
pueden convertirse en excusa para que el Estado deje de asumir su responsabilidad 
constitucional y legal de defensa del pacto social encarnado en la Constitución. Por 
el contrario, conforme a la Carta, el Estado debe fortalecer su monopolio de las 
armas y aumentar su eficacia para proteger los derechos de las personas y 
disminuir sus condiciones de indefensión frente a los actores violentos . Al respecto, 
esta Corte ya había señalado: 
  
"La indefensión en que se encuentra una gran cantidad, si no la mayoría de las 
poblaciones colombianas, dada su condición económica, social y política, no le 
permite tener los instrumentos adecuados para repeler los ataques y la agresión de 
los grupos alzados en armas. Dicha función, que corresponde asumirla al Estado 
directamente como fin esencial inherente a su naturaleza, la ejerce por medio de la 
Fuerza Pública, y específicamente de la Policía, conforme lo dispone el artículo 218 
de la Carta, según el cual éstas están instituídas para mantener las condiciones 
necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar la 
convivencia pacífica de los habitantes de Colombia, dentro de un concepto de 
cuerpo encargado de velar por el mantenimiento del orden público y la seguridad de 
los ciudadanos, a las órdenes de las autoridades políticas. 
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Corresponde entonces al Gobierno Nacional dotar a esta institución de las 
herramientas (recursos, personal, etc.) necesarias para cumplir con el mandato que 
la Constitución le ha impuesto. Por tanto, debe otorgarle los mecanismos que le 
permitan cumplir cabalmente esta función"[14].     
  
En conclusión, la penalización de la fabricación, comercio y porte de armas sin 
permiso de autoridad competente, corresponde a una política de Estado adecuada 
para proteger la vida de los ciudadanos, la cual encuentra perfecto sustento 
constitucional.  En el caso Colombiano, por las condiciones que atraviesa nuestra 
sociedad, el control a la tenencia de armas resulta indispensable para el 
sostenimiento de la seguridad pública y la realización efectiva de los derechos de 
las personas.”10 
 
 En este caso, la Corte reconoció el monopolio de las armas en cabeza del Estado y 
la utilización de las mismas sólo en aras de propender por la seguridad nacional, 
contribuyendo con ello a la materialización de la protección de los derechos y libertades 
de las personas, dejando claro que el porte de armas por parte de los particulares, sin 
autorización de la autoridad nacional competente se erigía razonablemente como delito, 
pues con su tipificación en últimas lo que se pretende proteger es el derecho fundamental 
a la vida.  
 
Ahora bien, es necesario precisar los alcances de la modificación introducida por 
la Ley 1453 de 2011, al artículo 359 del Código Penal, la cual se condensa en los 
siguientes aspectos:  
 
                                                          
10 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-038 de 1995. 
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 Aunque mantuvo las conductas que integran el tipo penal básico (inciso primero), 
incrementó la pena, pasando de una sanción que oscila entre 1 y 5 años, a una que va 
de 16 a 90 meses. 
 
 Introdujo en el inciso segundo un nuevo precepto según el cual “Si la conducta se 
comete al interior de un escenario deportivo  o cultural”, además de la pena de 
prisión se incurrirá e multa de 5 a 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes y 
en prohibición de acudir al escenario cultural o deportivo correspondiente por un 
período entre 6 meses y 3 años. 
 
 Estableció un incremento de la pena - de 80 a 180 meses de  prisión- y multa de 134 
a 750 salarios mínimos legales vigentes, cuando la conducta se realice con fines 
terroristas o en contra miembros de la fuerza pública. 
 
 Estipuló un incremento punitivo – de una tercera parte a la mitad- cuando el objeto 
lanzado corresponda a artefactos explosivos, elementos incendiarios, o sustancias 
químicas que pongan en riesgo la vida, la integridad personal, o los bienes. 
 
 Finalmente adicionó un inciso (5°) en el que creó una conducta no prevista en la 
norma modificada, consistente en “El que porte o ingrese armas blancas u objetos 
peligrosos al interior de un escenario deportivo o cultural incurrirá en multa de 
cinco a (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes y prohibición de 
acudir al escenario deportivo o cultural de seis (6) meses a tres (3) años.11 
                                                          
11 Ver: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-121 de 2012. 
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Precisó la corte Constitucional que el inciso agregado al artículo 305 del Código 
Penal tipifica una nueva conducta delictiva que en las mismas palabras de la Corporación 
comporta un menor grado de lesividad, toda vez que: 
 
Se trata de un tipo penal con un menor grado de lesividad al previsto en el inciso 
primero de la norma; este demanda una conducta más nociva que amenaza o afecta 
una pluralidad de bienes jurídicos por cuanto además de la seguridad pública se 
puede ver comprometida la integridad de las personas, los bienes ajenos y la 
tranquilidad pública. El diferente grado de lesividad de una y otra configuración 
justifica que se hubiere previsto para el solo porte o ingreso de armas blancas u 
objetos peligrosos al escenario deportivo o cultural una sanción autónoma, no 
privativa de la libertad. Obsérvese que si la conducta más nociva del tipo básico 
(emplear, enviar, remitir, o lanzar sustancia u objetos peligrosos) se comete al 
interior del escenario deportivo o cultural, la adecuación se deberá efectuar al tenor 
del inciso 2º de la norma que impone para tal proceder la pena privativa de la 
libertad del inciso primero, concurrente con multa y prohibición de ingreso al sitio 
deportivo o cultural.12 
 
Con fundamento en ello, declaró la exequibilidad del artículo 7º de la Ley 1453 de 
2011, precisando que en la legislación penal tienen cabida los tipos penales en blanco y 
aunado a ello son sancionables aquellas conductas en las cuales se utilicen armas u 
objetos peligrosos, siempre y cuando la conducta represente un peligro común, entrañe 
una amena a la seguridad pública y revista idoneidad para ocasionar grave perjuicio a la 
comunidad. 
 
  Como se indicó en precedencia, la jurisprudencia constitucional ha ratificado que 
el análisis de un tipo penal, debe efectuarse a la luz de los postulados del derecho 
                                                          
12 Ibídem  
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punitivo, esto es, que el juez en cada caso tiene que verificar el supuesto de la 
antijuridicidad material, que no es otra cosa que la correspondencia con la peligrosidad, 
esto es, que en efecto con una actuación se ponga en peligro el bien jurídico tutelable.  
 
 De hecho la mayoría de las reformas introducidas en la actualidad propenden a la 
tutela efectiva de los derechos y libertades estipulados en la Constitución Política, por lo 
que no resulta entonces lógico que se establezcan condenas desproporcionadas a los 
hechos. Ahora bien, es necesario indicar que el establecimiento de las penas puede 
corregir el hecho delictivo de manera eficaz, pero en todo caso ciertas normas o su 
aplicación puede resultar injusta y en consideración personal, el hecho de que un juez 
imponga pena privativa de la libertad a una persona que portaba balas de determinada 
arma, no es proporcional o razonable.  
 
 Sin embargo, no deja de ser loable la actitud asumida por el legislador en prevenir 
la utilización de objetos o armas por particulares sin la autorización de la autoridad 
competente, comoquiera que lo que se buscó fue conjurar la utilización de este tipo de 
elementos, con los cuales se engrosaron las listas de víctimas niños, adolescentes y otros, 
que resultaban muertos o heridos como consecuencia del actuar irresponsable de quienes 
los portan.  
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CAPITULO VI: ESTADÍSTICAS RESPECTO DEL PORTE DE ARMAS EN 
RISARALDA, DURANTE LOS AÑOS 2012 A 2013 
 
En las siguientes tablas se encontrará una relación del porcentaje de personas que 
incurren en los delitos que tiene que ver con el Porte Ilegal de Armas de Fuego (PIAF) y 
Porte Ilegal de Armas de Fuego de Uso Privativo (PIAFUP) 
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NO SE ENCONTRARON DATOS DEL CUARTO TRIMESTRE DEL 2012 
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Las estadísticas referidas en precedencia dan cuenta que en efecto el porte ilegal de 
armas es un hecho delictivo cuyo porcentaje de comisión puede darse entre un 30% y un 
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40% en la ciudad de Pereira, siendo preocupante que haya índices también que indiquen 
que dentro de la ciudad se portan armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas.  
 
No obstante lo anterior, no se pudieron encontrar datos que permitan establecer si 
en cuanto a otras armas o elementos que pertenecen a éstas, se han impuesto penas o 
medidas de aseguramiento, pues lo que se pretende indicar con este tema, es que el porte 
de armas no deja de ser un peligro para la sociedad, siempre y cuando se utilicen sin la 
autorización legal y de tal manera que pongan en riesgo los bienes jurídicos de las 
personas, especialmente la vida y la integridad personal.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
I m p a c t o  d e  l a  L e y  1 4 5 3 / 2 0 1 1  e n  l a  i n t e r p r e t a c i ó n  | 46 
9. CONCLUSIONES 
 
1. El Legislador tras la tipificación del porte de arma, tiene una legítima teleología 
que se condensa en la protección del ser humano, mediante la prevención en la 
libre circulación de este tipo de elementos de manera indiscriminada y 
pretendiendo ratificar el uso de la fuerza y el poder coercitivo en cabeza del 
Estado. Finalmente, el fin de norma es altruista, comoquiera que se han 
endurecido las sanciones para desestimular el porte de armas y procurar disminuir 
los índices de violencia. 
 
2. Frente a la antijuridicidad material la Corte Suprema de Justicia estableció los 
parámetros que deben ser atendidos por el juez en su decisión, dejando claro que 
para que una conducta típica sea punible se requiere que se lesione o se ponga 
efectivamente en peligro, sin justa, causa, el bien jurídico tutelado. Siendo así las 
cosas los jueces de conocimiento deben tener bastante claro el ámbito de de 
protección que determina la norma, esto con el fin de no condenar sin los motivos 
y sin las pruebas que soporten la puesta en peligro de la seguridad pública. Es 
decir que la conducta deberá tener la virtualidad de poner en peligro el bien 
jurídico protegido.  
 
3. Finalmente en lo que respecta al análisis de las estadísticas entre el aumento de las 
penas y la comisión del delito en la ciudad de Pereira, se tiene que si bien la 
tenencia de portar armas por particulares no tiene una disminución significativa, 
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no dejando  de ser un problema social que desencadena en hechos violentos y en 
una problemática social ligada al incremento de homicidios.  
 
4. Se debe hacer una modificación del Decreto 2535 de 1993 para dar claridad en 
cuanto a las definiciones de armas de fuego y municiones de uso privativo de la 
fuerza publica y armas de fuego de defensa personal. 
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PUNIBLE PORTE ILEGAL DE ARMAS DE FUEGO EN PEREIRA PERIODO 
2012/I – 2013/II.”,  se le realizó corrección de texto, que comprende la revisión  de 
redacción, ortografía  y estilo , aplicando las normas APA  según  la 6th Ed. , en su 
Contenido, Pie de Páginas, y Bibliografía. 
 
Agradezco de antemano la atención prestada y su confianza depositada 
                
Viviana A. Martínez G 
Cel: 311-744 1479 
Email: sosasesoriastematicas@gmail.com 
